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Corresponde a la Sala, desatar el recurso de apelación interpuesto por el defensor  de los sentenciados ROOSVELT ANTONIO RESTREPO ESCOBAR y LUIS EDUARDO PÉREZ GÓMEZ contra el auto interlocutorio proferido por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, por medio del cual les negó la redosificación de pena pedida.  

1.- PROVIDENCIA 

Por haberse cometido los actos por los cuales se profiriera la sentencia en el mes de abril de este año, el a quo consideró de conformidad con las facultades que a los Jueces de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad confería la Ley 906 de 2004, en particular, su artículo 38, carecía de la atribución de revisar procesos penales donde hubieran sido proferidas sentencias condenatorias con el fin de dejarlas sin efecto o para modificar la pena impuesta. Además, que no constituían tales despachos una tercera instancia a la cual se podía acudir por parte de los sentenciados para atacar los fallos de condena. Recordó que los servidores públicos sólo pueden hacer aquello que les está permitido por la ley, de conformidad con los artículos 6º y 121 constitucionales.

Destacó que en la actuación no aparecía constancia de haberse impugnado la decisión condenatoria, lo que significaba que se había perdido la oportunidad que la ley brindaba para ese efecto, porque para sustentar el recurso se contaba con más tiempo y de esa manera se podrían exponer las razones para manifestar la inconformidad en lo que hacía referencia a la tasación de la sanción, pretensión de la petición elevada.

De igual manera, conceptuó que tampoco podía pronunciarse sobre la suspensión condicional de la ejecución de la pena, habida cuenta que si bien en la legislación precedente, tal facultad le era permitida, en las normas del sistema acusatorio había desaparecido y su competencia, de conformidad con el contenido del artículo 38-4 se refería solamente a la rebaja de pena y redención de la misma por trabajo, estudio o enseñanza.

Tuvo en cuenta que en la nueva legislación, no se contemplada un trámite oral en lo que a la vigilancia de la ejecución de la pena se refería y por consiguiente, al no existir norma en la codificación penal aplicable o en el Código Penitenciario y Carcelario, era procedente por remisión acudir al procedimiento civil en lo pertinente, en especial porque no existía disposición que prohibiera que en tal procedimiento, la notificación o incluso la impugnación se surtiera de manera escrita.

En consecuencia, se pronunció negativamente ante la solicitud de modificación de la sanción y la concesión de la suspensión de la ejecución de la pena impuesta.

2.- RECURSO 

Una vez llegado el expediente a esta sede, por parte de la Secretaría se dio el trámite dispuesto en el artículo 359 del C.P.C y dentro del término pertinente, el apelante sustentó el recurso y manifestó que la pena debía ser readecuada tal como se había pedido, por cuanto era un imperativo legal contenido en los artículos 6, 10 inciso 1, 27; y, además, porque los jueces estaban instituidos para impartir justicia la que no se podía denegar bajo el pretexto de la irreformabilidad de la sentencia no apelada, por cuanto se trataba de un error matemático. Adujo que un yerro de tales magnitudes no obligaba al Juez, según lo expuesto por las Altas Cortes y que era incluso posible tal corrección por vía de tutela.

Solicitó entonces, se concedieran las súplicas hechas por la defensa.

3.- Para resolver, SE CONSIDERA 

A juicio de la Sala, la decisión tomada por el señor Juez de primer grado merece ser confirmada, toda vez que las razones por él esgrimidas para no acceder a la solicitud elevada por el abogado defensor, están debidamente sustentadas y concordadas con la normativa aplicable en este momento, que en lo fundamental señalan que no es el Juzgado que vigila el cumplimiento de la pena impuesta el competente para revisar un fallo condenatorio cuando se pregone de él un error aritmético como aquí se ha sostenido, o dejar sin valor la apreciación que en su momento el fallador tuvo en cuenta para negar la suspensión condicional de la ejecución de la pena impuesta. 

De otro lado, no se puede desconocer que en efecto, son muchos los vacíos presentes en la codificación adjetiva penal que dio origen al sistema acusatorio y que dentro de ellos, está precisamente la falta de regulación en un aspecto tan trascendental como la corrección, aclaración y adición de las providencias.

Por tanto, de insistirse por parte del profesional que representa los intereses de los procesados, en el pretendido error aritmético que le atribuye al fallo, puede perfectamente acudir ante la señora Juez de Conocimiento que profirió la sentencia para solicitarle la corrección del mismo. Ello, sería perfectamente posible en vista que ante la inexistencia de una norma especial que regule la materia, la Ley 906 de 2004 en su artículo 25 al referirse a la integración permite la aplicación de las disposiciones del Código de Procedimiento Civil y otras regulaciones procesales en tanto, no se opongan a la naturaleza del procedimiento penal. Es precisamente el artículo 310 del código adjetivo civil que señala el camino a seguir en este evento
.

Como se ve, tal corrección debe ser realizada por el funcionario que profirió la sentencia y además, no existe un límite temporal para el mismo, toda vez que al igual que sucede en el anterior Código de Procedimiento Penal (Ley 600 de 2000), la disposición procesal civil anotada no exige que la misma se realice dentro del término de la ejecutoria y por el contrario, pregona que las modificaciones que allí se anuncian se pueden realizar en cualquier tiempo. Sobre este particular aspecto, en lo que en materia penal respecta,  ha sostenido la jurisprudencia:

“En virtud del principio de irreformabilidad de las sentencias consagrado en el artículo 211 del estatuto procesal penal, esta clase de decisiones judiciales no son susceptibles de ser modificadas ni revocadas por el órgano que las ha proferido, salvo que contengan un error aritmético, una imprecisión en el nombre del procesado, o una omisión sustancial en la parte resolutiva, en cuyos eventos la norma lo autoriza para hacer la enmienda o adición respectiva, oficiosamente o a instancia de los sujetos procesales.



A diferencia de la regulación contenida en el estatuto procesal anterior (Decreto 050/87, art.216), que permitía esta clase de reformas únicamente en el término de ejecutoria del fallo respectivo, el actual estatuto nada dice al respecto, razón por la cual la doctrina de la Corte ha interpretado que puede efectuarse en cualquier época, siempre y cuando no se torne improcedente.    



Por error aritmético, como factor limitante del principio de irreformabilidad de la sentencia, ha sido entendido el que resulta de una equivocada operación numérica (sumas, restas, multiplicaciones, divisiones), o de la transmutación de guarismos en el traslado de cifras de la parte motiva a la resolutiva, según jurisprudencia reiterada de la Corte (Cfr. Providencias de octubre 30/91 Mag. Pte. Dr. Dídimo Páez Velandia y diciembre 13/94 Mag. Pte. Doctor Jorge Carreño Luengas).   



Si la modificación pretendida compromete, por cualquier motivo, los fundamentos fácticos o jurídicos del fallo, no se está entonces en presencia de un error de esta naturaleza, sino de uno in iudicando, susceptible solo de ser corregido por la vía de los recursos.” 

Corolario de lo anteriormente expuesto, se confirmará el auto interlocutorio apelado.

4.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial  de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA la decisión interlocutoria proferida por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, que fuera apelado. 

COMUNÍQUESE  Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE      

  VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO

WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario de la Sala
� ARTÍCULO 310. CORRECCIÓN DE ERRORES ARITMÉTICOS Y OTROS. <Artículo  modificado por el artículo 1, numeral 140 del Decreto 2282 de 1989>.  Toda providencia en que se haya incurrido en error puramente aritmético, es corregible por el juez que la dictó, en cualquier tiempo, de oficio o a solicitud de parte, mediante auto susceptible de los mismos recursos que procedían contra ella, salvo los de casación y revisión. 


Si la corrección se hiciere luego de terminado el proceso, el auto se notificará en la forma indicada en los numerales 1. y 2. del artículo 320.








� Sentencia de casación del 23-09-1998 Rad. 10.341 M. P. Fernando E. Arboleda Ripoll
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